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La Abogacía General del Estado-Dirección del Servicio Jurídico del Estado 

ha examinado, al amparo de lo dispuesto en la Instrucción 3/2010, de 17 de 

mayo, sobre identificación y tratamiento de asuntos relevantes en el ámbito de la 

Abogacía del Estado y actuación procesal y consultiva de los Abogados del 

Estado, su propuesta de informe sobre si los documentos que los interesados 

dirijan a las Universidades Públicas pueden presentarse en los registros de las 

Delegaciones del Gobierno. 

 

A la vista de los antecedentes y de la propuesta de informe remitido, este 

Centro Directivo emite el siguiente informe: 

 

 

   ANTECEDENTES 

 

1) La Universidad Complutense de Madrid ha solicitado a la Abogacía del 

Estado, al amparo del Convenio de Asistencia Jurídica (en adelante, CAJ) suscrito 

con la Abogacía General del Estado el 30 de septiembre de 2016, informe sobre  

si los documentos que los interesados dirijan a las Universidades Públicas pueden 

presentarse en los registros de las Delegaciones del Gobierno. 

 

Por la Abogada del Estado coordinadora de dicho CAJ se ha elaborado una 

propuesta de informe en la que se contienen las siguientes conclusiones: 

 

“I. A pesar de la clasificación efectuada por las Leyes 39 y 40/2015 en lo 

que se refiere a su ámbito subjetivo de aplicación, dejando a un lado una 

interpretación literal de las mismas, procede atender a la naturaleza y régimen 
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jurídico de las Universidades Públicas que determinan su conceptuación como 

Administraciones Públicas”.  

 

II. Considerando que las Universidades Públicas ostentan la condición de 

Administraciones Públicas, los documentos que los interesados dirijan a las 

mismas podrán presentarse en cualquiera de los lugares indicados en el art. 16.4 

de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común”. 

  

2) Sobre esta misma cuestión se emitió por la Abogacía del Estado en 

Barcelona y a petición de la Delegación del Gobierno en la Comunidad Autónoma 

de Cataluña, informe de 4 de junio de 2018 en el que se concluye lo siguiente: 

 

“Las Administraciones Públicas no deben recoger documentación dirigida a 

una Universidad, pues estas últimas, pese a formar parte del sector público 

institucional, no tienen la consideración de Administración Pública”. 

 

3) A la vista de que el criterio contenido en la propuesta de informe de 

la Abogada del Estado coordinadora del CAJ con la Universidad Complutense de 

Madrid difiere del sostenido en el citado informe de la Abogacía del Estado en 

Barcelona, por aquélla se ha elevado consulta a este Centro Directivo de 

conformidad con lo establecido en el artículo 27 del Real Decreto 997/2003, de 25 

de julio, por el que se aprueba el reglamento del Servicio Jurídico del Estado, y en 

la Instrucción 3/2010, de 17 de mayo, sobre identificación y tratamiento de 

asuntos relevantes en el ámbito de la Abogacía del Estado y actuación procesal y 

consultiva de los Abogados del Estado. 

 

 

FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

 

- I - 

 

El estudio de la cuestión consultada - si los documentos que los 

interesados dirijan a las Universidades Públicas pueden ser presentados por los 
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interesados en los registros de las Delegaciones del Gobierno- debe partir de lo 

establecido en el artículo 16 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento 

Administrativo Común (en adelante, LPACAP), que dispone lo siguiente:  

 

“Artículo 16. Registros. 

 

4. Los documentos que los interesados dirijan a los órganos de las 

Administraciones Públicas podrán presentarse: 

 

a) En el registro electrónico de la Administración u Organismo al que se 

dirijan, así como en los restantes registros electrónicos de cualquiera de los 

sujetos a los que se refiere el artículo 2.1. 

 

b) En las oficinas de Correos, en la forma que reglamentariamente se 

establezca. 

 

c) En las representaciones diplomáticas u oficinas consulares de España 

en el extranjero. 

 

d) En las oficinas de asistencia en materia de registros. 

 

e) En cualquier otro que establezcan las disposiciones vigentes. 

 

Los registros electrónicos de todas y cada una de las Administraciones, 

deberán ser plenamente interoperables, de modo que se garantice su 

compatibilidad informática e interconexión, así como la transmisión telemática de 

los asientos registrales y de los documentos que se presenten en cualquiera de 

los registros.” 

 

A los efectos del presente informe interesa analizar, en relación con qué 

documentos pueden presentarse, lo dispuesto en el encabezamiento del artículo 

16.4 (“Los documentos que los interesados dirijan a los órganos de las 

Administraciones Públicas podrán presentarse: …”), y, desde la perspectiva de en 
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qué registros pueden presentarse dichos documentos, lo dispuesto en el artículo 

16.4 a)  (“En el registro electrónico de la Administración u Organismo al que se 

dirijan, así como en los restantes registros electrónicos de cualquiera de los 

sujetos a los que se refiere el artículo 2.1.”). 

 

En relación con este segundo aspecto, debe concluirse que los registros de 

las Delegaciones del Gobierno están incluidos en el precepto transcrito, en la 

medida en que dichas Delegaciones son parte integrante de la Administración 

General del Estado y ésta es uno de los sujetos mencionados en el artículo 2.1 de 

la LPAC, que dispone que dicha ley “se aplica al sector público, que comprende: 

a) La Administración General del Estado”. Por su parte, el artículo 55 de la Ley 

40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (en adelante, 

LRJSP), establece que la organización de la Administración General del Estado 

“responde a los principios de división funcional en Departamentos ministeriales y 

de gestión territorial integrada en Delegaciones del Gobierno en las Comunidades 

Autónomas”. 

 

 Por lo que se refiere al análisis de qué documentos pueden presentar los 

interesados en los registros de las Delegaciones del Gobierno, éstos son, según 

el artículo 16.1 de la LPAC, los que “dirijan a los órganos de las Administraciones 

Públicas”, lo que necesariamente conduce al estudio de la cuestión de qué debe 

entenderse por Administración Pública y, en particular, si las Universidades 

Públicas están incluidas en dicho concepto.  

 

- II - 

 

El artículo 2.1 de la LPACAP define en los siguientes términos su ámbito de 

aplicación:  

 

“Artículo 2. Ámbito subjetivo de aplicación. 

 

1. La presente Ley se aplica al sector público, que comprende: 

 

C
ód

ig
o 

se
gu

ro
 d

e 
V

er
ifi

ca
ci

ón
 : 

G
E

N
-b

b6
b-

9f
cd

-4
e9

a-
c5

9d
-c

f4
e-

f4
49

-3
af

a-
77

e3
 | 

P
ue

de
 v

er
ifi

ca
r 

la
 in

te
gr

id
ad

 d
e 

es
te

 d
oc

um
en

to
 e

n 
la

 s
ig

ui
en

te
 d

ire
cc

ió
n 

: h
ttp

s:
//s

ed
e.

ad
m

in
is

tr
ac

io
n.

go
b.

es
/p

ag
S

ed
eF

ro
nt

/s
er

vi
ci

os
/c

on
su

lta
C

S
V

.h
tm

CSV : GEN-bb6b-9fcd-4e9a-c59d-cf4e-f449-3afa-77e3

DIRECCIÓN DE VALIDACIÓN : https://sede.administracion.gob.es/pagSedeFront/servicios/consultaCSV.htm

FIRMANTE(1) : CONSUELO CASTRO REY | FECHA : 05/04/2019 10:55 | Sin acción específica | Sello de Tiempo: 05/04/2019 10:55



 

 5 

ABOGACÍA 

GENERAL DEL 

ESTADO 

MINISTERIO 

DE JUSTICIA 

a) La Administración General del Estado. 

 

b) Las Administraciones de las Comunidades Autónomas. 

 

c) Las Entidades que integran la Administración Local. 

 

d) El sector público institucional. 

 

2. El sector público institucional se integra por: 

 

a) Cualesquiera organismos públicos y entidades de derecho público 

vinculados o dependientes de las Administraciones Públicas. 

 

b) Las entidades de derecho privado vinculadas o dependientes de las 

Administraciones Públicas, que quedarán sujetas a lo dispuesto en las normas de 

esta Ley que específicamente se refieran a las mismas, y en todo caso, cuando 

ejerzan potestades administrativas. 

 

c) Las Universidades públicas, que se regirán por su normativa específica y 

supletoriamente por las previsiones de esta Ley. 

 

3. Tienen la consideración de Administraciones Públicas la Administración 

General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas, las 

Entidades que integran la Administración Local, así como los organismos públicos 

y entidades de derecho público previstos en la letra a) del apartado 2 anterior. 

 

4. Las Corporaciones de Derecho Público se regirán por su normativa 

específica en el ejercicio de las funciones públicas que les hayan sido atribuidas 

por Ley o delegadas por una Administración Pública, y supletoriamente por la 

presente Ley” 

 

En el mismo sentido se pronuncia el artículo 2 de la LRJSP.  
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De la interpretación puramente literal de precepto se desprende que la 

Universidades Públicas forman parte del “sector público”, en particular, del 

llamado “sector público institucional” –artículos 2.1 d) y 2.2. c) de la LPACAP y 

LRJSP–, pero no forman parte del concepto más restrictivo de “Administraciones 

Públicas” (artículo 2.3). 

 

Dicha interpretación literal debería llevar, en principio, a la conclusión de 

que los interesados no pueden presentar documentos dirigidos a las 

Universidades Públicas en los registros de las Delegaciones del Gobierno.  

 

Sin embargo, en la indagación del sentido de una norma el criterio de 

interpretación literal debe ser completado con otros, y por ello el artículo 3.1 del 

Código Civil establece que las normas se interpretarán “según el sentido propio 

de sus palabras, en relación con el contexto, los antecedentes históricos y 

legislativos, y la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas, 

atendiendo fundamentalmente al espíritu y finalidad de aquellas.”  

 

Y sobre cómo ha de ser interpretado el concepto de Administración Pública 

en relación con las Universidades Públicas ya ha tenido ocasión de pronunciarse 

este Centro Directivo en el informe A.G. Servicios Jurídicos Periféricos 25/15 (R- 

869/2015), de 27 de enero de 2016, emitido con anterioridad a la entrada en vigor 

de la LPACAP y LRJSP pero que ya tiene en cuenta los preceptos de estas leyes.  

 

Dicho informe concluye que las Universidades Públicas tienen la 

consideración y naturaleza jurídica de Administraciones Públicas, pese al tenor 

literal del artículo 2 de la LPACAP y del artículo 2 de la LRJSP. 

 

En dicho informe - que analizaba la naturaleza jurídica de la Universidad de 

Las Palmas de Gran Canaria a los efectos de establecer si estaba o no exenta del 

pago de tasas portuarias-, se parte de un análisis de los antecedentes legislativos 

en materia de Universidades Públicas, a los que el artículo 3.1 del CC permite 

acudir como criterio interpretativo: 
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“Hasta la promulgación de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, del Régimen 

Jurídico del Sector Público, la conceptuación de las Universidades Públicas como 

Administraciones Públicas no ha suscitado especial cuestión. 

  

El artículo 2.1 de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de 

Universidades (LOU) dispone que "son Universidades públicas las instituciones 

creadas por los órganos legislativos a que se refiere el apartado 1 del artículo 4 y 

que realicen todas las funciones establecidas en el apartado 2 del artículo 1". Más 

particularmente, y por lo que respecta a la ULPGC, el artículo 1.1 de los Estatutos 

de la Universidad de Las Palmas de Gran Canaria (creada por Ley de la 

Comunidad Autónoma de Canarias 5/1989, de 4 de mayo, de Reorganización 

Universitaria de Canarias), y aprobados por Decreto 30/2003, de 10 de marzo, 

dispone que "la Universidad de Las Palmas de Gran Canaria es una institución de 

derecho público al servicio de la sociedad, con personalidad jurídica, patrimonio y 

otros recursos propios, a la que corresponde la prestación del servicio público de 

educación superior. Goza de autonomía de acuerdo con el artículo 27.10 de la 

Constitución, la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, la 

legislación vigente y su desarrollo". 

 

La jurisprudencia ha venido considerando igualmente a las Universidades 

Públicas como entidades de Derecho público, encuadrándolas en las entidades 

públicas vinculadas a la Administración del Estado o a las Comunidades 

Autónomas a que se refieren el artículo 2.2 de la Ley 30/1992, de 26 de 

noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 

Procedimiento Administrativo Común y el artículo 1.2.d) de la Ley 29/1998, de 13 

de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. Ejemplo de ello 

es la sentencia del Tribunal Supremo de 1 de diciembre de 2003, citada en la 

consulta, en la que puede leerse lo siguiente: 

 

"(...) Hay que decir, además, que no hay un único tipo de organismo 

autónomo, como tampoco hay un tipo único de persona jurídica. Y ello sin 

perjuicio de que las normas de contabilidad hayan podido en alguno momento no 

calificar de organismos autónomos a las Universidades. 
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Precisando más, debemos decir que, puesto que la autonomía universitaria 

es un dato del que hay que partir, la relación de las distintas Universidades con la 

Administración del Estado o, en su caso, con la correspondiente Comunidad 

autónoma es la de vinculación y no la de dependencia. Organización pública, por 

tanto, dotada de personalidad jurídica, vinculada al Ministerio de Educación o, en 

su caso, a la correspondiente Consejería de la Comunidad autónoma (En el 

sintagma «entidades públicas vinculadas o dependientes de», que emplea, por 

ejemplo, el artículo 3 de la Ley 30/1992, uno y otro adjetivo tienen, pues, un 

significado distinto, la letra «o» cumple una función disyuntiva en este caso). La 

Ley 6/1997, de Organización y fundamento de la Administración del Estado, habla 

también de los Organismos públicos —organismos autónomos y entidades 

públicas empresariales— vinculados o dependientes de aquélla (art. 1)". 

 

La Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la 

Administración General del Estado (LOFAGE) intentó realizar una nueva 

ordenación de la diversa tipología de entes públicos existentes hasta la fecha, 

utilizando la terminología de "Organismos públicos", subdivididos en "Organismos 

autónomos" y "Entidades públicas empresariales" (artículo 43), a lo que luego se 

sumaron las "Agencias estatales", existiendo, por último, un cuarto tipo de entes 

públicos, cuales son los mencionados en la disposición adicional décima de la 

citada Ley, entre los que se encuentran precisamente las Universidades, regidas 

por su legislación específica y excluidas, por tanto, de la aplicación directa de la 

propia LOGAGE; son las llamadas "Administraciones independientes". 

 

De las previsiones de la LOU y de la LOFAGE, así como de la 

jurisprudencia del Tribunal Supremo se desprende claramente que las 

Universidades Públicas son "instituciones públicas", "organismos públicos" o 

"entes públicos". Estas locuciones permiten sin dificultad atribuir a las 

Universidades Públicas la condición de Administraciones Públicas, pues es difícil 

negar tal calificación —Administraciones Públicas— a entidades u organismos 

que se definen precisamente como entidades u organismos públicos.” 
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A continuación, el informe analiza la cuestión teniendo en cuenta la 

entonces inminente entrada en vigor de la LRJSP, transcribiendo lo dispuesto en 

su artículo 2 y argumentando lo siguiente:  

 

“Del precepto transcrito se deduce que así como las Universidades 

Públicas se integran en el sector público institucional, no tienen, sin embargo, 

estas entidades la consideración de Administraciones Públicas, ya que esta 

consideración se atribuye, además de a la Administración General del Estado, las 

Administraciones de las Comunidades Autónomas y a las entidades que integran 

la Administración Local, a los organismos públicos y entidades de Derecho 

público previstos en la letra a) del apartado 2 y en la letra a) del apartado 2 no 

están comprendidas las Universidades Públicas. 

 

Frente al anterior argumento, se aprecian, a juicio de este Centro Directivo, 

otros de mayor entidad jurídica para mantener que las Universidades Públicas 

siguen siendo Administraciones Públicas tras la entrada en vigor de la repetida 

Ley 40/2015, y ello en atención a la ponderación conjunta de las siguientes 

consideraciones: 

 

1) En primer lugar, lo que caracteriza a una Administración Pública es 

su configuración corno una organización vicaria cuya creación es dispuesta por la 

ley para la consecución de fines de interés público general. Pues bien, esta 

caracterización concurre indudablemente en las Universidades Públicas, puesto 

que, como se ha indicado, la LOU exige su creación por norma con rango de ley 

("...instituciones creadas por los órganos legislativos a que se refiere el apartado 1 

del artículo 4...") y para la prestación del servicio público de educación superior 

("...que realicen todas las funciones establecidas en el apartado 2 del artículo 1"). 

 

2) En segundo lugar, y puesto que lo que se trata de determinar es si 

las Universidades Públicas son Administraciones Públicas, lo que habrá de 

tomarse en consideración fundamentalmente es el régimen jurídico de las 

Universidades Públicas, ya que si dicho régimen jurídico aparece conformado por 

las notas propias y características de las Administraciones Públicas, no será 
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posible negar esta calificación a las Universidades Públicas. Pues bien, acudiendo 

a la norma básica que disciplina el régimen jurídico de las Universidades Públicas 

—LOU—, se observa que concurren todas y cada una de las notas que 

conforman el régimen jurídico de una Administración Pública. Así: 

 

— Los actos dictados por las Universidades Públicas son actos 

administrativos; más particularmente, las resoluciones del Rector y los acuerdos 

del Consejo Social, del Consejo de Gobierno y del Claustro Universitario son 

actos administrativos que agotan la vía administrativa, siendo impugnables 

directamente ante la jurisdicción contencioso-administrativa (artículo 6.4). Es difícil 

admitir que una entidad que dicta actos administrativos no es una Administración 

Pública. 

 

— En materia de personal, y por lo que respecta al personal docente e 

investigador, dicho personal está compuesto (prescindiendo del personal 

contratado) por funcionarios de los cuerpos docentes universitarios (artículo 47). 

Respecto del personal de administración y servicios, éste está formado (además 

de por personal contratado) por personal funcionario de las escalas propias de las 

Universidades (artículo 73). Pues bien, es no ya propio, sino exclusivo de las 

Administraciones Públicas que la vinculación del personal a su servicio 

(prescindiendo del personal laboral) sea de naturaleza estatutaria (régimen de 

Función Pública), así como que dispongan de Cuerpos y Escalas de Funcionarios. 

 

— En materia patrimonial, las Universidades Públicas son titulares de 

bienes de dominio público, así como de bienes patrimoniales, ajustándose la 

administración y disposición de unos y otros bienes a las previsiones de la Ley 

33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas 

(artículo 80 de la LOU). Es claro que sólo las Administraciones Públicas pueden 

ser titulares de bienes de dominio público y, por contraposición a éstos, de bienes 

patrimoniales. 

 

— Las Universidades Públicas exigen tasas que tienen la condición de 

tributos, residenciándose las cuestiones que se susciten sobre la gestión de estos 
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tributos en vía económico-administrativa y, tras ella, en vía contencioso-

administrativa. No cabe exigir prestaciones patrimoniales de carácter público, en 

su clase o modalidad de tributos, por quien no es Administración Pública. 

 

— En materia de contratación, las Universidades Públicas tienen la 

condición de Administraciones Públicas y ajustan su actividad contractual a las 

previsiones que el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público 

aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, establece 

para la contratación por parte de las Administraciones Públicas, siendo, por tanto, 

sus contratos administrativos. Difícilmente puede negarse la condición de 

Administración Pública a quien concierta contratos administrativos, pues la 

primera y fundamental condición del contrato administrativo es la presencia en la 

relación contractual de una Administración Pública. 

 

3) En tercer lugar, no tendría mucho sentido que si las Universidades 

Públicas han sido conceptuadas tradicionalmente como Administraciones 

Públicas tanto en el terreno del derecho positivo como en el plano jurisprudencia, 

esta conceptuación quedase completamente sin efecto por una norma, cual es el 

artículo 2.3 de la Ley 40/2015, que no suprime el régimen jurídico de las 

Universidades Públicas (dado que la Ley 40/2015 no tiene por objeto regular el 

régimen jurídico de las Universidades Públicas) ni, por tanto, las notas que 

conforman ese régimen jurídico y que, como se ha expuesto, son las propias y 

características del concepto de Administración Pública. La regla del artículo 2.3 de 

la Ley 40/2015 ha de ponerse, por tanto, en relación con el régimen jurídico de las 

Universidades Públicas establecido en la LOU, debiendo entenderse por ello que 

la regla del artículo 2.3 de la Ley 40/2015 es una regla que pretende reforzar la 

autonomía e independencia de las Universidades Públicas, y no una regia que 

niegue su conceptuación como Administraciones Públicas. Así lo confirma otra 

consideración. En efecto, no tendría sentido ni justificación alguna que se 

conceptúen como Administraciones Públicas a "cualesquiera organismos públicos 

o entidades de derecho público vinculados o dependientes de las 

Administraciones Públicas", esto es, organismos o entidades públicas vinculados 

o dependientes de la Administración General del Estado, de las Administraciones 
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de las Comunidades Autónomas y de las entidades que integran la Administración 

Local (artículo 2.2 a) de la Ley 40/2015 al que se remite el artículo 2.3 de este 

texto legal) y que, en cambio no sean Administraciones Públicas las 

Universidades Públicas, siendo así que éstas son también organismos o 

entidades públicas vinculadas a las Administraciones Públicas (Administración del 

Estado en el caso de Universidades no transferidas, Administraciones de las 

Comunidades Autónomas en las restantes Universidades Públicas). 

 

4) En cuarto lugar y finalmente, no puede desconocerse que frente al 

tenor literal del artículo 2.3 de la Ley 40/2015, el apartado 2.c) de este precepto 

legal alude específicamente a las Universidades Públicas para disponer que se 

regirán 11 por su normativa específica. Pues bien, rigiéndose las Universidades 

Publicas por su normativa específica, esto es, por la LOU, este texto legal 

establece, como se ha dicho, un régimen jurídico constituido por las reglas 

propias y características de las Administraciones Públicas y del que, por tanto, se 

desprende muy claramente que las Universidades Públicas son Administraciones 

Públicas. Es por ello por lo que, como se ha dicho anteriormente, la regla del 

artículo 2.3 de la Ley 40/2015 no puede interpretarse como una regla que niegue 

la conceptuación de las Universidades Públicas como Administraciones Públicas, 

sino como una regla que pretende resaltar la autonomía e independencia de 

aquéllas. 

 

Debe, pues, concluirse, a la vista de las consideraciones precedentes, que 

las Universidades Públicas mantienen su condición de Administraciones Públicas 

tras la entrada en vigor de la Ley 40/2015.” 

 

- III - 

 

Reiterando ahora el criterio sostenido por este Centro Directivo en el 

informe A.G. Servicios Jurídicos Periféricos 25/15 (R- 869/2015), de 27 de enero 

de 2016, debe concluirse que, pese al tenor literal del artículo 2 de la LPACAP y 

del artículo 2 de la LRJSP, las Universidades Públicas siguen teniendo la 

consideración de Administraciones Públicas y, por tanto, también la tienen a los 
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efectos previstos en el artículo 16.4 de la LPACAP. En consecuencia, los 

interesados podrán presentar documentos a dirigidos a las Universidades 

Públicas tanto en los registros de las Delegaciones del Gobierno como en los 

demás incluidos en el ámbito de aplicación de dicho precepto. 

 

   CONCLUSIONES 

 

Primera.- Pese al tenor literal de lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas, y en el artículo 2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, 

de Régimen Jurídico del Sector Público, las Universidades Públicas mantienen su 

condición de Administraciones Públicas por las consideraciones que se contienen 

en el fundamento jurídico II de este informe.  

 

Segunda.- Los interesados pueden presentar documentos dirigidos a 

Administraciones Públicas en cualquiera de los registros que establece el artículo 

16.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común 

de las Administraciones Públicas, y, por tanto, en los registros de las 

Delegaciones del Gobierno.  

  
  
 LA ABOGADA GENERAL DEL ESTADO 
  Consuelo Castro Rey  
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